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Nº 36252-MP
LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA

Y EL MINISTRO DE LA PRESIDENCIA
En ejercicio de las facultades que les confieren los artículos 

140, incisos 3) y 18) y 180 de la Constitución Política, artículos 25, 
inciso 1), 27, inciso 1), 28, inciso b), de la Ley Nº 6227 del 2 de 
mayo de 1978 que es Ley General de la Administración Pública, y la 
Ley Nº 8488 del 22 de noviembre del 2005, que es la Ley Nacional 
de Prevención de Riesgo y Atención de Emergencias.

Considerando:
1º—Que por efectos de un sistema de baja presión ubicado 

en el mar Caribe entre Costa Rica y Panamá, así como por las 
consecuencias indirectas de la Tormenta Tropical Tomás, a partir 
del treinta y uno de octubre de dos mil diez, el país se ha visto 
afectado en diversos puntos, tales como el Valle Central, Zona de 
Los Santos, Pacífico Norte, Central y Sur, siendo que de acuerdo al 
Instituto Meteorológico Nacional, que entre los días tres y cuatro de 
noviembre se han acumulado más de 250 mm de lluvia, provocando 
saturación de los suelos, crecimientos de los cauces y aumento 
considerable de escorrentía superficial principalmente en quebradas 
y ríos urbanos, por lo que los índices de humedad en el suelo, unido 
a las altas pendientes dispararon deslizamientos e inundaciones en 
las zonas afectadas.

2º—Que el día cuatro de noviembre de dos mil diez en 
horas de la madrugada debido a las intensas lluvias se generó un 
deslizamiento en el cerro Pico Blanco, sobre la quebrada Lajas, en 
San Antonio de Escazú, que arroja un saldo inicial al día de hoy de 
veinte muertos.

3º—Estos fenómenos han ocasionado inundaciones, 
deslizamientos y daños a los bienes y a las personas, afectando la 
infraestructura vial, las comunicaciones, la agricultura, los servicios 
públicos y las viviendas, por lo que la Comisión Nacional de 
Prevención del Riegos y Atención de Emergencias, declaró alerta 
roja a partir de las siete horas del cuatro de noviembre de dos mil 
diez, y así activar a todas las instituciones en la atención de esta 
emergencia.

4º—Que como consecuencia de estos fenómenos se debió 
evacuar a muchas personas damnificadas y ubicarlas en diferentes 
albergues instalados por la Comisión Nacional de Prevención de 
Riesgos y Atención de Emergencias.

5º—Que según los pronósticos del Instituto Metereológico 
Nacional (IMN) en conjunto con la CNE, el análisis de las condiciones 
establecen sistemas nubosos asociados a una onda tropical, que 
transita sobre Centroamérica y sistemas de baja presión muy cerca 

de nuestro territorio, reportándose nuevos incidentes debido a la 
saturación de los suelos, aumento de la escorrentía superficial e 
incremento de la amenaza de inundaciones y deslizamientos.

6º—Que la vida de la población es un bien de interés público 
tutelado por el Estado, quien debe velar por su protección y por 
la seguridad de los habitantes y en general por la conservación del 
orden social.

7º—Que la Ley Nacional de Prevención del Riesgo y 
Atención de Emergencias dispone que en caso de calamidad 
pública ocasionada por hechos de la naturaleza o del hombre que 
son imprevisibles o previsibles pero inevitables y no puedan ser 
controlados, manejados ni dominados con las potestades ordinarias 
de que dispone el Gobierno, el Poder Ejecutivo podrá declarar 
emergencia nacional en cualquier parte del territorio nacional, a 
fin de integrar y definir las responsabilidades y funciones de todos 
los organismos, entidades públicas, privadas y poder brindar una 
solución acorde a la magnitud del desastre.

8º—Que en razón de lo expuesto se hace necesaria la 
promulgación de un marco jurídico para tomar las medidas de 
excepción que señala la Constitución Política y la Ley Nacional de 
Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, para hacerle frente 
a los efectos ocasionados por este fenómeno hidrometeorológico y 
mitigar las consecuencias que ocasionó su impacto en las diferentes 
zonas del país. Por tanto,

Decretan:
Artículo 1º—Se declara estado de emergencia nacional la 

situación provocada por condiciones de temporal y paso de un 
sistema de baja presión asociado a los efectos indirectos de la 
tormenta tropical Tomás, en el Pacífico Central, Norte, Sur, Valle 
Central y Zona de Los Santos, que generó abundantes lluvias, 
inundaciones y deslizamientos en los cantones de Alajuela, Atenas, 
Naranjo, Poás, Orotina y Palmares de la provincia de Alajuela; los 
cantones de Cartago, Oreamuno, Paraíso, El Guarco y La Unión de 
la provincia de Cartago; los cantones de Nandayure, Nicoya, Cañas, 
Bagaces y Santa Cruz de la provincia de Guanacaste; los cantones de 
Puntarenas, Aguirre, Garabito, Golfito, Corredores, Buenos Aires, 
Osa y Parrita de la provincia de Puntarenas; y los cantones de Dota, 
León Cortés, Tarrazú, Acosta, Desamparados, Aserrí, Alajuelita, 
Mora, Santa Ana, Perez Zeledón, Puriscal, Turrubares y Escazú de 
la provincia de San José.

Artículo 2º—Para los efectos correspondientes, se tienen 
comprendidas dentro de la presente declaratoria de emergencia las 
tres fases que establece la Ley Nacional de Prevención del Riesgo y 
Atención de Emergencias, a saber:

a) Fase de respuesta.
b) Fase de rehabilitación.
c) Fase de reconstrucción.

Artículo 3º—Se tienen comprendidas dentro de esta 
declaratoria de emergencia todas las acciones y obras necesarias 
para la atención, rehabilitación, reconstrucción y reposición de la 
infraestructura, las viviendas, las comunicaciones y la agricultura 
dañadas y en general todos los servicios públicos dañados que se 
ubiquen dentro de la zona de cobertura señalada en el artículo 1) 
de este Decreto, todo lo cual debe constar en el Plan General de la 
Emergencia aprobado por la Junta Directiva de la Comisión Nacional 
de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, para poder 
ser objeto de atención conforme al concepto de emergencia.

Artículo 4º—La Comisión Nacional de Prevención de 
Riesgos y Atención de Emergencias será el órgano encargado del 
planeamiento, dirección, control y coordinación de los programas 
y actividades de protección, salvamento, atención, rehabilitación y 
reconstrucción de las zonas declaradas en estado de emergencia, para 
lo cual podrá designar como unidades ejecutoras a las instituciones 
que corresponda por su competencia, o a ella misma.

Artículo 5º—De conformidad con lo dispuesto por la Ley 
Nacional de Prevención del Riesgo y Atención de Emergencias, el 
Poder Ejecutivo, las instituciones públicas, entidades autónomas y 
semiautónomas, empresas del Estado, municipalidades, así como 
cualquier otro ente u órgano público están autorizados para dar 
aportes, donaciones, transferencias y prestar la ayuda y colaboración 
necesaria a la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y 
Atención de Emergencias.
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Artículo 6º—Para la atención de la presente declaratoria 
de emergencia la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y 
Atención de Emergencias, de conformidad con la Ley Nacional de 
Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, podrá destinar 
fondos y aceptar donaciones de entes públicos y privados.

Artículo 7º—La Comisión Nacional de Prevención de 
Riesgos y Atención de Emergencias, para la atención de esta 
emergencia podrá utilizar fondos remanentes no comprometidos de 
otras emergencias finiquitadas o vigentes, según disponga la Junta 
Directiva de este órgano.

Artículo 8º—Los predios de propiedad privada ubicados en 
el área geográfica establecida en esta declaratoria de emergencia, 
deberán soportar todas las servidumbres legales necesarias para 
poder ejecutar las acciones, los procesos y las obras que realicen las 
entidades públicas en la atención de la emergencia, siempre y cuando 
ello sea absolutamente indispensable para la atención oportuna de la 
misma, de conformidad con lo dispuesto en la primera fase de la 
emergencia.

Artículo 9º—La presente declaratoria de emergencia se 
mantendrá vigente durante el plazo que el Poder Ejecutivo disponga, 
según los informes que sean emitidos por la Comisión Nacional de 
Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias o en su defecto 
por el plazo máximo que establece la Ley 8488.

Artículo 10.—Rige a partir del cuatro de noviembre de 2010.
Dado en la Presidencia de la República.—San José, a los 

cuatro días del mes de noviembre de dos mil diez.
LAURA CHINCHILLA MIRANDA.—El Ministro de la 

Presidencia, Marco A. Vargas Díaz.—1 vez.—O. C. Nº 14478.—
Solicitud Nº 49876.—C-136850.—(D36252-IN2010094288).
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